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Nota C-092-24

Licenciado
Nivaldo A. Maure
Abogado del
Instituto Nacional de Medicina Física v Rehabilitación
Ciudad.

Ref,: Ajuste salarial en base a una nueva escala

Licenciado Maure:

Me dirijo a usted en ocasión de dar respuesta a su nota presentada el 9 de mayo de 2024,
mediante la cual eleva consulta a este Despacho, en los siguientes términos: "¿Puede un

funcionario que.fue nombrado en propiedad, con una escala anterior ls cual no solicitdba
título de escolaridad, oblener su ajusle salarial que le corresponde por los oños de
servicio laborado, con la escala actua| la cual si exige requ¡siÍos universilarios para su

obtención o al mismo no se le podría hacer efectivo su cambio por no lener requisitos que

la nueva normativo (escala) solicita sin desmejorarle su salario? ".

Al respecto debemos indicarle primeramente que, luego de una prolija lectura del
contenido de su consulta, se observa que la misma versa sobre una actuación
administrativa debidamente materializada, ejercida por el Patronato deI Instituto Nacional
de Medicina Física y Rehabil ifación (aumento de salario por nueva escala) a una posición
laboral (jefe de seguridad), que, en el año 2018 no exigía requisitos de escolaridad para
ocupar dicha posición, pero posteriormente en el año 2019 se aprobó una nueva escala

salarial, la cual exige como requisito la escolaridad de bachiller y dos (2) años de estudios
universitarios. Subsiguientemente, en el año 2023, el Patronato nuevamente aprueba un
nuevo ajuste a la escala salarial para el cargo de Jefe de Seguridad; exigiendo ahora, el
título de licenciatura, ya que producto de la nueva estructura organizacional, este cargo se

elevó a la categoría de Sección.

En este sentido debemos explicar en primera instancia, que de acuerdo a lo establecido en

la Ley No.38 de 3l de julio de 2000 "Que aprueba el eslatuto Orgánico de la
Procuraduría de la Administración, regula el Procedimiento Administrativo General y
dicta otras disposiciones especiales", corresponde a este Despacho servir de consejero
jurídico a los servidores públicos administrativos que consultaren su parecer, respeclo a
delerminada interprelación de la ley o el procedimienlo que se debe seguir en cumplir
caso en concreto, situación que no se aplica el caso sub júdice. Es decir, respecto al tema
objeto de su consulta, esta Procuraduría no tiene competencia para emitir un criterio
jurídico, en cuanto a situaciones privativas por imperio de la ley, del Patronato del
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Instituto Nacional de Medicina Fisica y Rehabilitación, máxime aquellas circunstancias
en las que el propio Patronato ya decidió (como el nombramiento del Je.fe de Seguridad en
el 2018, sin la exigencia de ningún requisilo para su ingreso; a porte, del salario
olorgado en el año 2019, sin cumplir con los requisitos de lu nueva escala sulariul).

Es por esta razón que reiteramos, que bajo estas restricciones de ley, no Ie es dable a este

Despacho emitir un pronunciamiento de fondo, en cuanto al tema consultado; no obstante,
con fundamento en el artículo 4l constitucional (que consagra el derecho de petición).
concordante con lo dispuesto en el artículo 3, numeral 6, de la Ley No.38 de 2000,
brindaremos en esta ocasión, una orientación jurídica objetiva, aclarando que la misma no
constituye un pronunciamiento de fondo o un criterio legal concluyente, que determine
una posición vinculante.

¡ Consideraciones de la Procuraduría de la Administración

Es importante en todo momento, dentro del sector gubernativo, tener presente que las

actuaciones de los servidores públicos, est¿íri tuteladas y revestidas por principios
constitucionales y legales, que deben regir su conducta, actuación y comportamiento en el
ejercicio de su cargo. Así las cosas, veamos lo siguiente:

I. Del Principio de l,esalidad.

Un aspecto de esencial importancia que debemos considerar, es e[ que hace referencia a

los principios cardinales, que todo servidor público debe observar en el ejercicio de sus

funciones dentro de nuestro derecho intemo; es decir, atender a lo establecido en los
artículos l8 de la Constitución Política de la República y 34 de la Ley No.38 de 2000.

Estos principios fundamentales de derecho recogidos en nuestro ordenamiento jurídico,
proponen que los mismos, constituyen el fundamento en virtud del cual todos los actos
administrativos deben estar sometidos a las leves; conforme al cual todo ejercicio de un
poder público debe realizarse acorde a la ley vigente y su jurisprudencia. Dicho en otras
palabras, el servidor público sólo puede hacer lo que la le! le permitat.

II. De los derechos adquiridos.

El concepto y/o noción del vocablo "DERECHOS ADQUIRIDOS", nos refiere a'. "aquel

respecto del cual se han satisfecho fodos los requisitos exigidos por la ley en vigenciu
para delerminar su adquisición y consiguienle incorporación al palrimonio del
adquirenle. Este conceplo se refiere a la existencia y unidad conceplual del derecho: no
sc exliende, en cambio, a su contenido de poderes o facultades, o al modo de ejercicio de
éslos, salvo que el ejercicio de alguna de ellqs se haya convertido en un derecho
«tncrelo2 ".

' "La finalidad del Principio de Estricta Legalidad, es garantizar que la actuación de las autoridades públicas
se sujete a un conjunto de reglas y normas previamente establecidas, de forma tal que se evite toda
arbitrariedad o abuso de poder que pueda afectar a Ios administrados". Sentencia de 7 de julio de 2022.
2 Dr. Robeno A. Rovere, Enciclopedia Jurídica Omeba, Buenos Aires, Argentin4 1982, página 285.



Nota: C-092-24
Pá9.3

Atendiendo a la definición anterior, el reconocido jurista argentino Marco G. Monroy
Cabra3, en su obra "lntoducc¡ón ol Derecho", ha señalado lo siguiente: "Si dudas
aquellus circunstanciss, el derecho ya estaba individualmente adquirido anles de haberse
puesto en vigor la nueva ley, los preceptos de esta no podrán tener auloridad para alferar
tal derecho individualmenle, ya adquirido". En otras palabras, podemos indicar que los
derechos adquiridos, son aquellos que nacen a favor de un trabajador como consecuencia
de la aplicación de una ley.

La aplicación de este principio ha sido determinada por la Sala Tercera de lo Contencioso
Administrativo y Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en Sentencia de 14 de junio de
2022. ha saber:

"En un pronunciamiento del Pleno de la Corte Supremo de
Justicia de 28 de septiembre de 2008, reseñado en la Sentencia
de 23 de octubre de 2015, que se refiere a la figura del
Derecho Adquiritlo, señqlando que se conficura cuando se hun
realizado los presupueslos de hecho necesarios y suficientes
l)uru el nacimienlo o la adquisición de un derecho de
conft¡rmidad con la Lev visente. y oue. Dor ende. no ouede ser
revocado oor medio de una Ley posterior. salvo que ésla sea
más benefciosa para el receptor del derecho.

Podemos cotnplqneator lo preyigmllnle cxDgeslo- adtrgnda
Derechos Adquiridos son ksdo.¡ aquell0s

0 nihlirnt n nriwt tkt,';

en ftivor de alcunos Dersonas, oue derivan de un hccho anlo
para producirlos baio el imnerio de la Le nla al liem»t¡ en
que el hecho se ha realizado
Por lo cual, eslos no pueden suprimirse unilateutl¡acntg ap!
levcs tst¡sleriores a auuella duronle cuyo vigencia .se

configuraron, es decir, que lul reconocimienlo imDlica que urut
vez el derecho ho nacido v se ha estoblecido en la esfera de un
suielo, las normas posteriores que se dicten no poder
menoscabarlo. Ello en gtrantía de la seguridud jurídica y del
principio de la bueno.fe. " (Lo destacado es nuestro).

De lo anterior se desprende que, una vez se configuran los presupuestos procesales para el
nacimiento de los derechos adquiridos de conformidad con la ley vigente, estos no pueden
ser suprimidos por medio de una ley posterior, a aquella durante cuya vigencia se

configuraron.

En ese sentido, y en atención a la figura de los derechos adquiridos, corresponde aclarar
que si bien, el funcionario fue nombrado en propiedad con una escala salarial anterior, la
cual no requería título de escolaridad, para obtener un ajuste de salario conespondiente
por los años de servicio laborados, su condición actual, no puede ser desmejorada en
virtud del nacimiento de una nueva normativa de escala salarial. De ahí que, el ajuste
otorgado al funcionario por los años de servicios de acuerdo a lo establecido en la dicha

r Cabra Monrroy. Marco. lntroducción al Derecho, Colombia, Página 382-384
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escalada, se constituye como un "derecho adquirido", que en algún momento de su
relación laboral le fue reconocido, aspecto que no puede ser obviado, una vez reconocido,
tal y como lo establece el artículo 3 del Código Civíl: "Artícuto 3. Las leyes no tendrún
efecto relroactivo en perjuicio de derechos adquiridos".

De lo expuesto, se desprende con claridad que una ley no puede, salvo declaración
expresa en contrario, vulnerar los derechos adquiridos, pues entonces su aplicación seria
retroactiva; en ese sentido los derechos adquiridos no pueden ser alterados por las leyes, y
están sometidos a todas las contingencias y a todos los cambios de la legislación. No
obstante, y si bien el funcionario, aspira a una reclasificación u ocupar otro cargo denlro
la institución, éste, deberá cumplir con los requisitos actuales que la nueva escala
establezca.

Por otro lado, y en cuanto al reconocimiento de los años de servicios, como elemento a
valorar para los efectos de la reclasificación de acuerdo a la nueva escala salarial, es
importante indicar que el Patronato del Instituto Nacional de Medicina y Rehabilitación,
deberá revisar la nueva normativa, a fin de determinar si dicho criterio fue reconocido
como uno de los requisitos para que el funcionario pueda aspirar a una reclasificación.

En un caso similar al que nos ocupa, este Despacho emitió en la Nota C-080-24 de 7 de
mayo de 2024, en los siguientes términos:

entre olros elementos, ceryLune de los criterios a volorsr Dara

En olro aspecto, el artículo I de la Ley No. 108 de 16 de

noviembre de 2023 'Que modifico y deroga ortículos de la Ley
16 de 2009, sobre escalafón y la nomenclolura de cargos de
los trabajadores y trobajadoras sociales, y dicto otros
disposiciones', publicado en la Gaceta Oficial No. 29911 de 16

de noviembre de 2023, establece:

'A iculo 4. Las instituciones públicas, entidades
etulónomas, semiautónomos, municipios y patrondtos
reclasiJicardn a los trobajadores y trabajodoras
sociales a los que se refiere el artículo anterior en la
calegoría correspondie nte, tornando en consideración

"Se observa que, el artículo 27 de la Ley No. 16 de 2009,
reconoce los 'años de servicit¡'. es decir los años laborados.

e,fectos de la clasfrcación por escalafones de los tabajadores
v trabajadoras socioles. indistintamente de si conesponde a un
conlralo o a un nombromiento. por lonlo esle Despqcho e.s del
criterio oue la experiencia no eslá corulicionoda por el tioo de

relación laboral. condición de la contratación. por lo que tal
hglbr no deberío conslituirse en ápice oara el reconocimiento
de la ontigüedad o experiencia del lrobojador o la tabajadoro
sociol. y su correcta clasi-licación oor calegoría"
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sus años de servicio, su experiencia laboral, y un
mínimo de dos evaluaciones anuales satisfaclorias.

Los trobajadores y trabajadoros soc¡ales que se

encuenlren en una clasificación superior al Nivel I se

mantendrán con la clasificoción ostenlada antes de la
promulgación de esta ley y continuaran con los
cqmbios de calegorías conforme a lo eslablecido en la
ley bl6 de 2009'

El ut supra citado ortículo, agrega que las evaluaciones
lécnicas del desempeño deben ser sotisfactor¡ús, por lo cual no
solo basta el tiemoo ner se. determinur la c'lasificut ión
eue debe dorse al trabaiador o ¡rqbaiadora social

... " (Lo destacado es de la cita).

Debemos señalar igualmente, a guisa de orientación, que la doctrina administrativa ha
reconocido el principio de presunción de legalidad, como la convicción, fundada en la
Constitución y en la Ley, en virtud de la cual se estima o asume que un acto emanado de
quien ostenta la calidad de funcionario público y dictado en ejercicio de sus funciones, fue
expedido con arreglo al orden jurídico, es decir, cumpliendo las condiciones formales y
sustanciales necesarias para que dicho acto sea válido y pueda, entonces, llegar a ser
eltcaz.

Asi mismo, la jurisprudencia de la Sala Tercera se ha relerido a [a presunción de
legalidad, indicando en la Sentencia de l2 de noviembre de 2008, lo siguiente: "Dentro
del marco explicativo del negocio jurídico que se ventila, vale la pena indicar en cuanto
al principio de legalidad de los actos a¡lministraÍivos se refiere, llomodo así por la
doclrino udministrativq, se dsume que, todo aclo emanado de quien ostentd la calidad de

.funcionario y dictado en ejercicio de sus atribuciones, tiene validez y e/icacia jurídicu
hosla tanto auloridqd competente no declare lo contrario; en consecuencia, es hasla ese
momenlo que reviste de legalidad y obliga los actos proferidos por autoridad competente
para ello".

De lo anterior. se desprende que los actos administrativos que no sean declarados
contrarios a la Constitución y la ley por una autoridad competentc para ello. deben ser
declarados válidos y, por tanto, de carácter obligatorio. Es decir, que los actos
administrativos emanados por una autoridad competente, tienen fuerza obligatoria y
deberán ser aplicados mientras no hubieren sido declarados inconstitucionales o ilegales
por una autoridad compelente.

En resumen:

l. Que los derechos adquiridos de conformidad con la ley vigente, no pueden
ser suprimidos por medio de una ley posterior, a aquella cuya vigencia se
configuraron.
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2. La condición actual de un funcionario nombrado en propiedad con una
escala salarial anterior, la cual no requería título de escolaridad, para obtener
un aj uste de salario correspondiente por los años de servicio laborados, no
puede ser desmejorada en vifud del nacimiento de una nueva normativa de
escala salarial.

3. Los actos administrativos emanados por una autoridad competente, tienen
fuerza obligatoria y deberán ser aplicados mientras no hubieren sido
declarados inconstitucionales o ilegales por una autoridad competente.

De esta manera, damos respuesta a su consulta, record¿fuldole que la orientación vertida en
la presente, no constituye un pronunciamiento de londo o un criterio legal concluyente,
que determine una posición vinculante.

Atcntamente.
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